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Exp.1157/2022 


PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

EXP: 1157/2022/1
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********.

AUTORIDADES DEMANDADAS:

LA DIRECCIÓN DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de octubre de dos mil veintitrés.  

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1157/2022, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de diciembre de dos mil veintidós, el Ciudadano**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra el acto emitido por la DIRECCIÓN DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, y por el acto que a continuación se precisa: 
La resolución administrativa definitiva dictada por la Directora del Registro Civil del Estado de San Luis Potosí, dentro de los autos del expediente de enmienda administrativo número**********, del día 01 de febrero del año 2019 la que motivo una anotación marginal, en libro de registro de nacimiento bajo el acta número ********** sentada el día 25 de diciembre del año**********, a fojas ********** vuelta ante la oficialía del Registro Civil de la Congregación de el **********del Municipio de San Luis Potosí, que modificó el nombre del actor.
II.-Substanciado en cada una de sus etapas, el nueve de octubre de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio con la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda y contestación respectivas, haciéndose constar que a las partes no se les desechó ninguna prueba. Se  hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar, habiéndose desahogado la prueba pericial ofrecida por la parte actora, con el resultado que consta en autos, y en período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, para el dictado de su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción I, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a fojas 49 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho**********.

De igual manera, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.
Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que la resolución impugnada produce una afectación directa al aquí actor C. **********, al ordenarse por parte de la Directora del Registro Civil en el Estado la enmienda del error del registrado, para quedar registrado con el nombre de**********; es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.
De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la C. **********, en su carácter de Directora del Registro Civil en el Estado, autoridad demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a fojas 89 y 90 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, esta Primera Sala Unitaria, advierte la actualización de la Causal de improcedencia prevista en el numeral 228 fracción VII, en concordancia con el numeral 229 fracción VIII del Código en comento.

Las disposiciones legales en comento, disponen lo siguiente:

ARTÍCULO 228. "Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

... VII. Contra actos que hayan sido impugnados  o se encuentren pendientes  de resolución  en un procedimiento  judicial;…”
ARTÍCULO  229. “Procede  el sobreseimiento  del juicio:

…II.  Cuando   durante   la   tramitación   del  procedimiento sobreviniere  alguna  de las causas  de improcedencia  a que se refiere el artículo  anterior; ….”
Conforme a lo establecido en los preceptos legales citados con antelación, resulta improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos que hayan sido impugnados, lo cual consagra la causa de improcedencia respecto de aquellos actos que hayan sido materia de impugnación (cosa juzgada), por lo que procede el sobreseimiento cuando   durante   la   tramitación   del  procedimiento sobreviniere  alguna  de las causas  de improcedencia  a que se refiere el artículo  228 del Código de la materia.
Dicha causal de improcedencia se estima fundada, conforme a las consideraciones legales siguientes:
En el presente asunto el actor precisa como acto impugnado el siguiente:
“...LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DEFINITIVA DICTADA POR LA DIRECTORA DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO DE S.L.P. DENTRO DE LOS AUTOS DEL EXPEDIENTE DE ENMIENDA ADMINISTRATIVO NÚMERO**********.DEL DÍA 01 DE FEBRERO DEL AÑO 2019, LA QUE MOTIVO UNA ANOTACIÓN MARGINAL, EN EL LIBRO DE MI REGISTRO DE NACIMIENTO QUE BAJO EL ACTA NUMERO ********** ASENTADA EL DÍA 25 DE DICIEMBRE DEL AÑO**********, A FOJAS ********** VUELTA ANTE LA OFICIALIA DEL REGISTRO CIVIL DE LA CONGREGACIÓN DE EL **********DEL MUNICIPIO DE S.L.P….”


Esta Sala Unitaria considera que el acto que se pretende impugnar constituye cosa juzgada, al haber sido impugnado en un juicio anterior promovido por el accionante ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

En ese sentido, es necesario precisar que, previa revisión del sistema de control electrónico de expedientes jurisdiccionales (SICEEJURIS) de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el cual fue publicado y aprobado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, “Plan de San Luis” publicado el 29 de junio de 2019, sistema del cual se advierte que el actor promovió previamente diverso juicio de nulidad en contra del mismo acto controvertido en el presente sumario, por lo que se hace valer como hecho notorio, el diverso expediente **********del índice de este Tribunal, el cual se tiene a la vista para resolver el presente asunto, del que se advierte fue promovido en contra de la Directora del Registro Civil del Estado, y en contra del acto que se hizo consistir en:

“… LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR LA DIRECTORA DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO DE S.L.P.,…DENTRO DE LOS AUTOS DE LA ENMIENDA ADMINISTRATIVA NÚMERO**********. DICTADA AL PARECER EL DIA 01 DE FEBRRO (SIC) DEL AÑO 2019 EN LA CUAL DECRETA O RESUELVE LA ENMIENDA DEL ACTA DE MI NACIMIENTO…BAJO EL ACTA NUMERO **********CON FECHA DE REGISTRO 25 DE DICIEMBRE DEL AÑO ********** A NOMBRE DEL SUSCRITO **********CON LA FECHA DE MI NACIMIENTO 15 DE DICIEMBRE DEL AÑO ********** A FOJAS 139 VUELTA.”

Conforme a lo anterior, se advierte que el aquí demandante impugnó en el diverso juicio registrado bajo el expediente número **********del índice de este Tribunal, la resolución definitiva dictada el día 01 de febrero de 2019, por la Directora del Registro Civil en el Estado, dentro de los autos de la enmienda administrativa número**********.

Cabe señalar que en este juicio, existe un pronunciamiento mediante auto de siete de abril de dos mil veintiuno, en el que se decreta el sobreseimiento del juicio, por actualizarse motivo manifiesto e indudable de improcedencia conforme a los artículos 228 fracciones X y XI, en relación con el 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de actos distintos de los mencionados en los numerales 7° y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, expresamente excluidos por el numeral 24 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, respecto del cual se interpuso recurso de reclamación, resuelto el quince de octubre de dos mil veintiuno, en el que la Tercera Sala de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, decreta el sobreseimiento del recurso, por extemporaneidad del mismo, resolución interlocutoria respecto de la cual no se promovió medio de defensa alguno, por lo que se ordenó su archivo correspondiente mediante proveído de cuatro de enero de dos mil veintidós.
Todo lo anterior, se invoca como un hecho notorio al formar parte del índice de este Tribunal el diverso expediente **********promovido por el aquí accionante.

Por “hecho notorio” debe entenderse lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido de la siguiente manera:

Época: Novena Época, Registro: 174899, Instancia: Pleno , Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Junio de 2006, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 74/2006, Página: 963 

HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, del juicio que nos ocupa se desprende que, el aquí accionante**********, señalo como acto impugnado el consistente en: la resolución definitiva dictada el día 01 de febrero de 2019, por la Directora del Registro Civil en el Estado, dentro de los autos de la enmienda administrativa número**********, y como autoridad demandada a la Directora del Registro Civil en el Estado, dicho acto que pretende impugnar en esta vía constituye cosa juzgada, ello al haber sido motivo de impugnación en  el diverso juicio de nulidad registrado bajo el expediente número **********del índice de este Tribunal, razón por la cual se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dicha figura jurídica relativa a la cosa juzgada se constituye como una modalidad de la garantía de seguridad jurídica prevista en el numeral 14 de la Constitución Federal, aplicable en el ámbito procesal,  a través de la cual las resoluciones judiciales adquieren firmeza, y se convierten en verdad legal, bien porque en su contra no procede medio de defensa legal alguno, o porque éste no se accione en el plazo legal que corresponde, o porque, se trate de la determinación dictada al resolver un medio de defensa incontrovertible.
En términos de lo establecido en el artículo 405 del Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad, de aplicación supletoria de conformidad con el numeral 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para que la presunción de cosa juzgada surta efecto en otro juicio, es necesario que entre el caso resuelto por la sentencia y aquél en que ésta sea invocada, concurra identidad en las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la calidad con que lo fueren; lo cual ocurre en el caso que se analiza, al ser idénticos los sujetos, el objeto y la causa de ambos juicios, por lo que lo decidido es una verdad legal en tales juicios, al tratarse del mismo actor(**********), existe identidad en el objeto (resolución definitiva dictada el día 01 de febrero de 2019, por la Directora del Registro Civil en el Estado, dentro de los autos de la enmienda administrativa número**********) y la misma autoridad demandada (Directora del Registro Civil en el Estado), por tanto resulta evidente que en el presente asunto opera la cosa juzgada.
Resultan aplicables al caso, la tesis aislada y jurisprudencia, bajo los siguientes rubros:
Registro digital: 164818

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: I.7o.A.132 K

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Abril de 2010, página 2717

Tipo: Aislada

COSA JUZGADA. HIPÓTESIS EN QUE SE ACTUALIZA DICHA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA, AUN CUANDO EN EL JUICIO DE GARANTÍAS ANTERIOR, PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, CONTRA LAS MISMAS AUTORIDADES RESPONSABLES Y POR IDÉNTICOS ACTOS RECLAMADOS, SE HAYA SOBRESEÍDO. El artículo 73, fracción IV, de la Ley de Amparo prevé que el juicio de garantías es improcedente contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de garantías. Ahora bien, si el quejoso promueve un juicio de amparo que se sobresee y, con posterioridad, inicia otro contra las mismas autoridades responsables y por idénticos actos reclamados, procede también sobreseer en éste, a pesar de que en el primero no se analizó el fondo del asunto planteado, si no se demuestra fehacientemente que los hechos y circunstancias que llevaron a tomar nuevamente dicha determinación fueron distintos a los inicialmente estudiados o que a la presentación de la nueva demanda imperan nuevas situaciones de hecho que modifican lo antes analizado. En consecuencia, lo resuelto en el primer juicio adquiere firmeza, por identidad de los alcances del concepto de ejecutoria, por razones de legalidad, seguridad jurídica y congruencia en las resoluciones de los tribunales de amparo, pues lo contrario implicaría desconocer la decisión previa adoptada, y más aún, avalar la coexistencia de resoluciones contradictorias, ante la probabilidad de que en una segunda controversia se concluya en sentido opuesto respecto de hechos ya examinados.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 434/2009. Marcos Antonio Rodríguez Camargo y otros. 11 de febrero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar González Méndez.

Registro digital: 2026918

Instancia: Primera Sala

Undécima Época

Materias(s): Civil

Tesis: 1a./J. 101/2023 (11a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 28, Agosto de 2023, Tomo II, página 1157

Tipo: Jurisprudencia

COSA JUZGADA Y SUS EFECTOS DIRECTO Y REFLEJO. DIFERENCIAS Y REQUISITOS PARA SU ACTUALIZACIÓN. Hechos: En una sentencia de primera instancia se condenó al Estado a pagar una indemnización a una persona por haber incurrido en una actividad administrativa irregular. En contra de esa determinación, la autoridad interpuso un recurso de revisión fiscal y el Tribunal Colegiado revocó la sentencia al considerar que no había elementos para acreditar la responsabilidad patrimonial del Estado. La persona consideró que los Magistrados de ese Tribunal Colegiado estaban equivocados al negarle la protección constitucional, pues incurrieron en un error judicial al desconocer diversos criterios de esta Suprema Corte. Por ello, a través de distintas vías demandó el pago de una indemnización a los integrantes de ese órgano jurisdiccional. En una de las vías emprendidas reclamó la responsabilidad patrimonial del Estado, pero fue declarada improcedente por el Consejo de la Judicatura Federal. En contra de esa resolución, la misma persona promovió un juicio contencioso administrativo ante este Alto Tribunal, el cual fue desechado por su Presidente con el argumento de que la indemnización por responsabilidad patrimonial no procede ante ejercicios materialmente jurisdiccionales. En el recurso de reclamación interpuesto en contra de esta última determinación, la Segunda Sala de esta Suprema Corte declaró infundado el recurso porque la indemnización por error judicial sólo opera en asuntos de naturaleza penal, siendo que este asunto corresponde a la materia administrativa. En otra de las vías intentadas, la citada persona promovió un juicio ordinario civil federal en el que se absolvió a los referidos Magistrados del pago de daños y perjuicios por error judicial. Inconforme con esta última resolución, la misma persona promovió un juicio de amparo directo que fue atraído por la Primera Sala. Al resolverse el juicio se negó el amparo al actualizarse la figura de la cosa juzgada refleja por virtud de lo decidido en el citado recurso de reclamación de la Segunda Sala, en el sentido de que la indemnización por error judicial sólo procede en asuntos de naturaleza penal.

Criterio jurídico: Para determinar si se actualiza la excepción de cosa juzgada en un juicio es necesario que haya existido uno anterior, ya resuelto, y que ambos casos coincidan en tres aspectos: a) en la cosa u objeto del litigio, b) en las causas, y c) en las personas, con la misma calidad con la que participaron o intervinieron en los juicios. Cuando estos tres supuestos se surten estamos frente al "efecto directo" de la cosa juzgada, que implica que la cuestión que se presenta en el nuevo juicio, en realidad ya fue juzgada. Por otra parte, existe un "efecto reflejo", y no directo, cuando no coinciden los tres aspectos, pero lo resuelto en un proceso impacta en otro posterior a tal grado que, de no tener en cuenta la decisión del primer asunto, se comprometería la seguridad jurídica.

Justificación: La cosa juzgada es una institución jurídica procesal que impide a los órganos jurisdiccionales la tramitación de un nuevo juicio cuando se reclamen las mismas pretensiones ya deducidas en un proceso anterior, a fin de evitar que se condene dos veces a alguien por la misma razón, o bien, impedir que se dicten sentencias contradictorias, pues ello generaría un estado de inseguridad jurídica.

El efecto directo de la cosa juzgada implica la inmutabilidad de lo resuelto en las sentencias firmes en donde existe identidad de sujetos (partes), objeto del litigio (cosa) y causa de pedir (reclamo), sin que pueda admitirse su modificación por circunstancias posteriores, pues en ello descansan los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica.

Por su parte, la cosa juzgada refleja opera en casos en donde no se actualiza la totalidad de los elementos que la integran en su efecto directo (mismas partes, mismo objeto de litigio y misma causa de pedir). Es decir, que puede ocurrir cuando el acto reclamado en una controversia no haya sido materia de resolución definitiva en otro juicio. Sin embargo, guarda una vinculación muy estrecha con actuaciones derivadas de una misma cuestión jurídica, lo que exige que el órgano jurisdiccional que conozca del proceso posterior se atenga a lo resuelto previamente para salvaguardar la certeza jurídica.

Amparo directo 5/2021. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y  Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 101/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de doce de julio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 04 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de agosto de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
De acuerdo a lo anterior, en la especie se cumple con el requisito que conforme al Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad, es necesario para que la presunción de cosa juzgada surta efecto en otro juicio, como lo es que entre el caso resuelto por la sentencia y aquél en que ésta sea invocada, concurra identidad en las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la calidad con que lo fueren; lo cual ocurre en el presente asunto.

En este sentido, debe considerarse actualizada la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de un juicio de nulidad que plantea la misma pretensión, hecha por el propio actor, contra el mismo demandado y bajo los mismos aspectos fácticos que ya se habían planteado en una demanda anterior, por lo que sobre el nuevo planteamiento opera la institución de la cosa juzgada.
Así las cosas, en virtud de que el presente caso se ubicó en la hipótesis de los artículos 228 fracción VII, en relación con el artículo 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ésta Primera Sala Unitaria determina decretar el SOBRESEIMIENTO del presente asunto, por las razones y motivos que han sido señalados en la presente resolución.   

Considerando que esta Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SEPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 217, 228 fracción VII, en relación con el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 405 del Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad, es de resolverse y se, resuelve:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando cuarto de la presente resolución. 
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE. .-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
